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SOBRE: 
Reclasificación de 

custodia  

Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, 

la Jueza Colom García y el Juez Steidel Figueroa. 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de enero de 2016. 

Javier Rodríguez Torres [peticionario o Rodríguez Torres], 

en recurso presentado el 9 de noviembre de 2015, por derecho 

propio, nos solicita que revisemos la resolución que emitió la 

Presidente del Comité de Clasificación y Tratamiento del 

Departamento de Corrección [Comité de Clasificación] el 24 de 

julio de 2015 y notificada ese mismo día.  Mediante dicha 

resolución el Comité de Clasificación ratificó la clasificación de 

custodia mediana de Rodríguez Torres. 

ANTECEDENTES 

Rodríguez Torres cumple una sentencia de veintiséis (26) 

años y dos (2) días por los delitos de sustancias controladas, ley 

de armas y asesinato en segundo grado.  El peticionario cuenta 

con 28 años de edad y llevaba confinado siete (7) años al 

momento de ser evaluado.  Inicialmente fue clasificado a 

custodia máxima y el 24 de julio de 2014 lo clasificaron a 

custodia mediana. 
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El 21 de julio de 2015, la técnica de clasificación reevaluó 

al peticionario utilizando la escala de reclasificación de custodia.  

La puntuación que arrojó la tabla fue de tres puntos que lo 

ubican en una escala de mínima seguridad.  No obstante, la 

técnico recomendó que se asignara a custodia mediana para que 

el confinado continuara “beneficiándose de programas 

existentes.  Poco tiempo en mediana.”   El 24 de julio de 2015 el 

Comité de Clasificación por acuerdo unánime, aprobó la 

recomendación de custodia mediana.  A esos efectos emitió el 

acuerdo con las siguientes determinaciones de hechos:  

El 22 de diciembre de 2008 es sentenciado por los 
delitos de sustancias controladas y ley de arma.   Es 

inicialmente clasificado en custodia máxima el 21 de 
enero de 2009 por la naturaleza de los delitos y caso 

pendiente.  El 21 de diciembre de 2010 es 
sentenciado por asesinato en segundo grado y ley de 

armas.   Una sentencia total de 26 años y 2 días.  El 
5 de enero de 2012 completó las terapias de drogas y 

alcohol. El 28 de junio de 2012 completo terapias de 
control de impulso.  El 25 de junio de 2014 completó 

programa de tratamiento Aprendiendo a vivir sin 

Violencia.  Posee 4to año.  No realiza labores por no 
haber plazas disponibles.  El 24 de julio de 2014 fue 

reclasificado de custodia máxima a custodia mediana.  
No surge evidencia de informes o querellas.   Del 

total de su sentencia de 26 años y 2 días ha cumplido 
7 años y 13 días.  El mínimo de su sentencia está 

pautado para el 30 de mayo de 2019 y su máximo 
está pautado para el 2 de junio de 2026. 

 
Concluyó el Comité, que: 

Confinado lleva muy poco tiempo en dicha custodia 

(mediana) (24/julio/2014).  Por lo que deberá 
beneficiarse al máximo de los programas existentes 

de la institución en medianas restricciones. 

 
Inconforme con esa determinación, el 27 de julio de 2015, 

Rodríguez Torres apeló la clasificación de custodia.   Indicó que 

había cumplido con todos los programas de tratamiento y 

terapias, que realizó los estudios que se le requería cumplir, así 

como otras actividades extracurriculares que tomó de manera 

voluntaria, por lo que la custodia mediana no tenía más que 
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ofrecerle.  El 31 de agosto de 2015, notificado el 21 de 

septiembre, la Oficina de Clasificación le denegó la apelación.   

En la determinación expresó lo siguiente: 

[…] Argumenta en el recurso de apelación 

presentado que su comportamiento evidencia que ha 
ganado sentido de responsabilidad, que ha habido 

crecimiento personal, que ha demostrado interés por 
los programas de tratamiento y ha sacado provecho 

de éstos y se ha trazado unas metas reales 
claramente definidas habiendo cumplido con toda 

serie curricular de terapias y estudios que de 
acuerdo a su plan institucional se le requería cumplir 

y otras extracurriculares que tomo de manera 

voluntaria pues el mayor interés es todo lo que 
propende a los valores y principios que me definan 

como ciudadano útil.  Es por eso que el acuerdo del 
Comité de Clasificación y Tratamiento deja 

claramente evidencia que la custodia mediana no 
tiene nada más que ofrecerme. 

 
[……..] 

 
Surge de la información suministrada que el Comité 

de Clasificación y Tratamiento realizó la evaluación 
conforme establece el Manual Para la Clasificación de 

Confinados en la Sección 7 Inciso III-B, que señala 
las revisiones de rutina.  […]  Entre los criterios 

establecidos por el Manual al momento de evaluar la 

custodia se encuentran:  Delitos actuales, Sentencias 
actuales, Fecha prevista de excarcelación así como, 

también los ajustes y aquellos factores que 
garanticen la seguridad institucional y pública entre 

otros.  La reevaluación de custodia no 
necesariamente tiene como resultado un cambio en 

la clasificación de custodia o la vivienda asignada. 
 

El comité de Clasificación y Tratamiento tiene la 
responsabilidad de evaluar las necesidades de 

seguridad y de programas de los confinados 
sentenciados, así como la rehabilitación y la 

seguridad pública.  El presente caso extingue una 
sentencia alta por delitos graves y de naturaleza 

violenta.  Fue convicto por el delito Asesinato en 

Segundo Grado lo que evidencia menosprecio por la 
vida del ser humano.  Lleva clasificado en custodia 

mediana 1 año.  El tiempo a cumplir bajo ciertas 
medidas debe ser proporcional bajo la situación legal 

que encara.  Le restan más de tres (3) años para 
que la Junta  Libertad Bajo Palabra considere el caso 

y más de diez (10) años para dejar extinguida la 
sentencia. 

 
En cuanto al argumento presentado entendemos que 

hasta el presente ha observado una conducta 
adecuada durante el período de confinamiento y se 

ha beneficiado de varios programas de tratamiento 
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pero tenemos que considerar que el tiempo cumplido 

no guarda proporción con la totalidad de la sentencia 
impuesta y solo ha cumplido un año en custodia 

mediana por lo que se deben observar sus ajustes 
institucionales un periodo mayor.  Le informamos 

que la custodia mínima es para confinados que 
requiere un mínimo de supervisión y un menor grado 

de restricciones físicas. 
 

Por todo lo antes señalado deberá permanecer en 
custodia mínima.   

 
Le exhortamos a que cumpla con el plan institucional 

asignado, continúe evidenciando ajustes 
institucionales adecuados para que eventualmente 

pueda beneficiarse de un nivel de custodia menos 

restrictivo. 
 

 
Inconforme con la determinación, Rodríguez Torres solicitó 

reconsideración.  Arguyó, en síntesis, que no representa 

amenaza para la población correccional ni los empleados, que su 

historial social y delictivo no revela riesgo alguno de fuga, 

además que su situación emocional es estable.  Acompañó a su 

escrito copia de los documentos de su expediente que incluyen 

diversos certificados.  El Comité denegó la reconsideración y la 

notificó al confinado el 22 de octubre de 2015. 

En desacuerdo con la decisión tomada, Rodríguez Torres 

acudió ante nos.  No señaló un error en particular, mas en su 

escrito arguyó que es acreedor de un cambio de custodia de 

acuerdo a los informes contenidos en sus planillas que 

establecen un nivel indicativo de mínima seguridad.  Sostuvo 

que  el ratificar su custodia a mediana seguridad es contrario a 

la Ley 377 de 20041 y sus derechos.  Indicó que en el año y 

cinco meses que lleva en mediana seguridad, se ha provisto de 

todo lo posible y disponible en dicho nivel.  Además indicó que 

se utilizó como uno de los fundamentos para mantenerlo en 

custodia mínima, el delito cometido, sin tomar en cuenta la 

                                                 
1
 La Ley de Mandato Constitucional de Rehabilitación, Ley 377 de 2004, derogada por 

el  Plan de Reorganización Núm. 2 de 2011 
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rehabilitación y que no ha incurrido en actos indisciplinarios 

como lo quiere la sección 7 (III) (E) del Reglamento. 

Recibido el recurso, le concedimos término a la 

Procuradora General para que presentase su alegato en 

oposición y así lo hizo.  Procedemos a resolver. 

EXPOSICIÓN Y ANÁLISIS 

La Constitución de Puerto Rico, en la Sección 19 del 

Artículo VI, establece como política pública referente al sistema 

correccional que, el Estado habrá de: "...reglamentar las 

instituciones penales para que sirvan a sus propósitos en forma 

efectiva y propender, dentro de los recursos disponibles, al 

tratamiento adecuado de los delincuentes para hacer posible su 

rehabilitación moral y social". Mediante el Plan de 

Reorganización Núm. 2-2011, se creó el Departamento de 

Corrección y Rehabilitación como el organismo en la Rama 

Ejecutiva responsable de implantar la política pública relacionada 

con el sistema correccional y de rehabilitación de adultos y 

menores, así como de la custodia de todos los ofensores y 

transgresores del sistema de justicia criminal del país. Artículo 4, 

Plan de Reorganización. Entre las funciones, facultades y 

deberes del Departamento, se encuentran la clasificación 

adecuada y revisión continúa de la clientela, conforme a los 

ajustes y cambios de ésta; estructurar la política pública 

correccional de acuerdo con este Plan y establecer directrices 

programáticas y normas para el régimen institucional; establecer 

y evaluar periódicamente la efectividad y alcance de los distintos 

modelos para la rehabilitación; entre otros.  (énfasis nuestro) 

Véase Artículo 5, Plan de Reorganización.    
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En virtud de la facultad que el Plan de Reorganización 

Núm. 2-2011 le confiere al Secretario del Departamento de 

Corrección y Rehabilitación, se han adoptado Reglamentos, entre 

ellos el Manual para crear y definir funciones del comité de 

clasificación y tratamiento en las instituciones correccionales, 

Reglamento 8523, efectivo el 25 de octubre de 2014; así como 

el Manual de Clasificación de Confinados, Reglamento Núm. 

8281, efectivo desde el 2 de enero de 2013.  El Tribunal 

Supremo ha expresado que “estos reglamentos delimitan la 

discreción que ostenta la Administración de Corrección en 

relación con la clasificación de custodia de los confinados”. López 

Borges v. Adm. Corrección,  185 DPR 603 (2012); Véase Cruz v. 

Administración, 164 DPR 341 (2005). 

A tenor con la Regla 1 del Reglamento 8523, supra, el 

Comité de Clasificación, tendrá la función básica de evaluar al 

confinado en términos de sus necesidades, capacidades, 

intereses, limitaciones y funcionamiento social y estructurarle un 

plan de tratamiento. El mismo se evaluará periódicamente para 

determinar si está respondiendo a las necesidades de éste. Así 

también, determinará aquellos cambios necesarios para el logro 

de las metas rehabilitadoras y de protección social.   

De otra parte, el Manual de Clasificación de Confinados, 

Reglamento Núm. 8281, indica en la introducción que: 

El método de clasificación de confinados es el eje 
central de una administración eficiente y un sistema 

correccional eficaz.  Por lo tanto, la clasificación de los 
confinados consiste en la separación sistemática y 

evolutiva de los confinados en subgrupos, en virtud de 
las necesidades de cada individuo, y las exigencias y 

necesidades de la sociedad, desde la fecha de ingreso 
del confinado hasta la fecha de su excarcelación.   

 
Añade que, 

 
Para lograr un sistema de clasificación funcional, el 

proceso tiene que ubicar a cada confinado en el 
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programa y en el nivel de custodia menos restrictivo 

posible para el que el confinado cualifique, sin 
menoscabar la seguridad y las necesidades de la 

sociedad, de los demás confinados, y del Personal 
Correccional. Este concepto de clasificación se logra 

recopilando datos validados sobre cada uno de los 
confinados y usando criterios objetivos para 

interpretar y aplicar esos datos.   (énfasis suplido) 
 

De acuerdo a la Sección 1 del Reglamento 8281 la 

clasificación objetiva es: 

Un proceso confiable y válido mediante el cual se 
clasifica a los confinados y se les subdivide en 

grupos, basándose en varias consideraciones, entre 

las que se incluyen: la severidad del delito, su 
historial de delitos anteriores, su comportamiento 

en instituciones, los requisitos de seguridad y 
supervisión, y las necesidades identificables de 

programas y servicios específicos. Un sistema de 
clasificación objetiva consta de una clasificación 

inicial y un proceso de reclasificación periódica de 
cada confinado. 

A su vez, el Reglamento 8281 define la reclasificación 

como la “Revisión periódica de los confinados en lo que respecta 

a su progreso como parte del Plan Institucional, así como 

también a su nivel de custodia.” Sección 1.  Existen cuatro 

niveles de custodia que se basan en el grado de la supervisión 

que se requiere.  Ellos son máxima, mediana, mínima, 

mínima/comunidad.  Véase Sección 1 del Reglamento 8281.  En 

lo aquí pertinente la mediana se refiere a:  

Confinados de la población general que requieren un 

grado intermedio de supervisión. Estos confinados son 

asignados a celdas o dormitorios y son elegibles para 
ser asignados a cualquier labor o actividad que 

requiera supervisión de rutina dentro del perímetro de 
seguridad de la institución. Se requiere de dos 

oficiales correccionales como escolta para realizar 
viajes, ya sean de rutina o de emergencia, fuera de la 

institución, y se utilizarán esposas con cadenas en 
todo momento. A discreción de los oficiales de escolta, 

se podrán utilizar otros implementos de restricción.  
Sección 1, Reglamento 8281. 

 

De otro lado, la custodia mínima es para, 

Confinados de la población general que son elegibles 

para habitar en viviendas de menor seguridad y que 
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pueden trabajar fuera del perímetro con un mínimo de 

supervisión. Estos confinados son elegibles para los 
programas de trabajo y actividades en la comunidad 

compatibles con los requisitos normativos. Estos 
individuos pueden hacer viajes de rutina o de 

emergencia fuera de la Institución sin escolta, cuando 
tengan un pase autorizado, y pueden ser escoltados 

sin implementos de restricción.  Sección 1, 
Reglamento 8281. 

 

 En cuanto a la  reclasificación de confinados, la Sección 7  

(II) del Reglamento 8281 (II) indica que:  

[…] La reevaluación de custodia no necesariamente 
tiene como resultado un cambio en la clasificación de 

custodia o la vivienda asignada. Su función primordial 

es verificar la adaptación del confinado y prestarle 
atención a cualquier situación que pueda surgir. 

La revaluación de custodia se parece a la evaluación 
inicial de custodia, pero recalca aún más en la 

conducta institucional como reflejo del 
comportamiento real del confinado durante su 

reclusión. Es importante que los confinados que 
cumplan sentencias prolongadas tengan la 

oportunidad de obtener una reducción en niveles 

de custodia mediante el cumplimiento con los 
requisitos de la institución.  (énfasis nuestro). 

   
  La sección 7 (III) (B) del Reglamento 8281,  establece 

tipos de reclasificación, entre las que se encuentran las 

revisiones de rutina,  en esta para los niveles de custodia 

mínima y mediana serán cada doce (12) meses.  También 

permite revisiones automáticas no rutinarias y la solicitud de 

reclasificación presentada por el confinado. Véase incisos 1, 2 y 

3.    

    En sus funciones, la sección 7 (III) (C) (5) (b) indica que el 

personal de Clasificación debe cumplir, entre otros, con:  

verificar y estudiar los datos básicos relacionados con la 

clasificación incluyendo:  Delito(s) actual(es); Sentencia(s) 

actual(es); Historial delictivo anterior; Orden(es) de detención y 

arresto; Cambios en la cantidad de la fianza (sumariados 

solamente); Encarcelamientos previos bajo el DCR; Fecha de 
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excarcelación prevista (sentenciados solamente); Récord de 

conducta disciplinaria de la institución; Récord de participación 

en programas. 

  El Tribunal Supremo ha reiterado que la “reducción está 

condicionada al cumplimiento del reo con los requisitos de su 

plan institucional, que va evolucionando durante el 

encarcelamiento de acuerdo con el aprovechamiento del proceso 

de rehabilitación por parte del confinado.”  López Borges v. Adm. 

Corrección, 185 DPR 603 (2012).  Por eso, la evaluación para 

reclasificación, “recalca aún más la conducta institucional como 

reflejo del comportamiento real del confinado durante su 

reclusión”.  Véase López Borges v. Adm. Corrección, supra.  “No 

sólo se le da más peso a la conducta que ha observado el recluso 

durante el confinamiento, sino que, incluso, no se considera la 

mala conducta dentro de la prisión que se haya dado mucho 

tiempo atrás….” Id.  Es así porque, si sólo se evaluara la 

conducta por la que está presa la persona o se le diera mayor 

importancia a las características de su sentencia, no tendría 

sentido alguno la revisión periódica del nivel de custodia, pues el 

resultado del análisis siempre sería el mismo. Id.   Tomar en 

consideración únicamente un factor de la condena al momento 

de reclasificar al confinado, por ejemplo, la extensión de la 

sentencia, constituye un claro abuso de discreción por parte de 

Corrección. Id; Cruz v. Administración, supra, págs. 358-359.  

Así pues, la función principal de la revaluación de custodia es 

supervisar la adaptación del confinado y prestarle atención a 

cualquier situación pertinente que pueda surgir, así como 

evaluar la conducta real del confinado durante su reclusión. 

López Borges v. Adm. Corrección, supra.   

  De otro lado, la evaluación de la clasificación de los 



 
 

 

KLRA201501282 

 

10 

confinados, la conforman peritos en el campo tales como 

técnicos socio-penales y oficiales o consejeros correccionales. 

Cruz v. Administración, supra. Estos profesionales cuentan con la 

capacidad, preparación, conocimiento y experiencia necesaria 

para atender las necesidades de los confinados y realizar este 

tipo de evaluaciones.  Por esta razón, una determinación 

formulada por el referido Comité debe ser sostenida por el foro 

judicial siempre que la misma no sea arbitraria o caprichosa y 

esté  fundamentada  en evidencia sustancial. Es decir, siempre 

que la decisión sea razonable, cumpla con el procedimiento 

establecido en las reglas y manuales, y no altere los términos de 

la sentencia impuesta, el tribunal deberá confirmarla. Cruz v. 

Administración, supra. 

De acuerdo con la Sección 4.5 de la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme, 3 LPRA sec. 2175, según ha sido 

interpretado previamente por este Tribunal, la revisión judicial 

de una actuación administrativa debe limitarse a evaluar la 

razonabilidad de la decisión recurrida, la cual deberá ser 

sostenida a menos que se demuestre que la misma es arbitraria 

o caprichosa.  Cruz v. Administración, supra; Ramírez v. Depto. 

de Salud, 147 DPR 901 (1999), Rivera Rentas v. A & C 

Development, 144 DPR 450 (1997); Fac. C. Soc. Aplicadas, Inc. 

v. C.E.S., 133 DPR 521 (1991).  Cobra vital importancia esta 

norma en aquellos casos en que la agencia revisada lo es la 

Administración de Corrección en asuntos sobre la calificación de 

los confinados a los fines de determinar el nivel de custodia de 

éstos.  Cruz v. Administración, supra. 

Al evaluar las determinaciones del Comité de Clasificación 

del Departamento de Corrección nos debemos ceñir a la 

razonabilidad de la agencia en su determinación.  
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De acuerdo a los hechos que presenta esta causa, 

Rodríguez Torres cumple una condena de 26 años y dos días, de 

los cuales había cumplido siete años al momento de su 

evaluación en julio de 2015.   Inició su reclusión en custodia 

máxima y en julio de 2014 fue reclasificado a mediana.   Un año 

después, la técnica de clasificación sociopenal evaluó su 

reclasificación de custodia utilizando el documento de Escala de 

Reclasificación de Custodia.  En dicho documento otorgó puntos 

en distintas áreas numeradas del 1 al 8, tales como: gravedad 

de los cargos y sentencias, historial de delitos graves previos, 

historial de fuga o tentativas, acciones disciplinarias, sentencias 

anteriores, participación en programas de tratamiento y la edad 

actual.  Del cómputo de esos renglones, Rodríguez Torres obtuvo 

3 puntos, que lo ubican en un nivel de custodia mínima.   Aun 

así, la técnico recomendó mantenerlo en custodia mediana para 

que continuara beneficiándose de programas existentes y por su 

poco tiempo en mediana.  Esta decisión fue reiterada por el 

Comité de Clasificación.  Rodríguez Torres apeló, pero su 

petición fue denegada.  En el documento suscrito por la 

supervisora regional, ésta reconoció que el confinado había 

observado una conducta adecuada y se había beneficiado de 

varios programas de tratamiento, pero que el tiempo cumplido 

“no guarda proporción con la totalidad de la sentencia impuesta 

y solo ha cumplido un año en custodia mediana por lo que se 

deben observar sus ajustes institucionales un período mayor”.   

Añadió que “la custodia mínima es para confinados que requiere 

un mínimo de supervisión y un menor grado de restricciones 

físicas”.  Inconforme con la decisión, Rodríguez Torres solicitó 

nuestra intervención. 
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Al evaluar el expediente, justipreciamos que la respuesta 

del Comité para mantener a Rodríguez Torres en custodia 

mediana es razonable.  Como parte de la evaluación objetiva 

para determinar la custodia de un confinado, se  encuentra la 

severidad del delito, el historial de delitos anteriores, el 

comportamiento en instituciones, los requisitos de seguridad y 

supervisión, y las necesidades identificables de programas y 

servicios específicos.  Regla 1 Reglamento 8281.  Si bien la 

escala de reclasificación ubicó al confinado en custodia mínima, 

el Comité tomó en consideración otros criterios, tales como: el 

grado de supervisión que se requiere en custodia mínima, la 

totalidad de la sentencia, el año que lleva en custodia mediana, 

que amerita observar ajustes institucionales por un periodo 

mayor, todo ello enmarcado dentro de la evaluación objetiva.   El 

Comité también consideró el buen desempeño del confinado 

dentro de la institución y su cumplimiento con todos los 

programas.   Por todo lo cual, al ser razonable la evaluación, nos 

ceñimos a la norma de deferencia que cobija al Departamento de 

Corrección en la evaluación de custodia de su clientela.   

Ahora bien, no podemos pasar por alto que en julio de 

2015 se realizó la evaluación de reclasificación de custodia y 

desde esa fecha ha transcurrido seis meses.  Si bien 

reconocemos que la evaluación rutinaria es cada doce meses 

(12) en los casos de custodia mediana, ello no impide que el  

confinado también puede solicitarla, tal como lo permite la  

sección 7 (III) (B) (3) del Reglamento 8281.  Así que, cuando se 

vuelva a atender el caso para la reclasificación, habrá 

transcurrido tiempo suficiente para haber evaluado el 

desempeño del confinado en la custodia mediana y sus ajustes 

institucionales en ella.  Para ello, instruimos al técnico de 
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servicios sociopenales y al Comité de Reclasificación, recalcar y 

otorgar mayor peso a “la conducta institucional como reflejo del 

comportamiento real del confinado durante su reclusión.”  Véase 

Sección 7 (II) del Reglamento 8281.  De esta forma se cumplirá 

con uno de los objetivos de la rehabilitación del confinado que es 

mantenerlo en el nivel de custodia menos restrictivo posible.  Si 

el confinado ha completado todos los programas y su 

comportamiento en la institución continúa como hasta el 

presente, el próximo paso para su rehabilitación debe ser la 

reducción de la custodia, de acuerdo a sus circunstancias y su 

progreso con el plan institucional.   Del expediente se desprende 

que Rodríguez Torres ha respondido al plan de tratamiento.  

Ahora, tanto el sociopenal como el Comité de Reclasificación, 

deben velar porque el plan de tratamiento responda a las 

necesidades de Rodríguez Torres y así lograr la meta de 

rehabilitación. 

DICTAMEN 

 Por los fundamentos antes mencionados confirmamos la 

resolución recurrida.  Instruimos al Departamento de Corrección 

cumplir con las directrices aquí impartidas cuando realice la 

próxima evaluación de custodia. 

El Secretario del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación debe entregar copia de esta determinación al 

peticionario en la institución correccional donde se encuentre. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal.  

 

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
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